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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Pereira, siete de julio de dos mil nueve
Expediente: 66170-31-84-001-2008-00183-01

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación que interpusieron los herederos reconocidos en este proceso de sucesión del causante Carlos Alberto Herrera Castaño, contra el auto de 9 de diciembre de 2008, mediante el cual el Juzgado de Familia de Dosquebradas, resolvió las objeciones que se esgrimieron respecto de la diligencia de inventarios y avalúos practicada el 8 de mayo de 2008. 
ANTECEDENTES

1. Mediante auto de 2 de abril de 2008, en el Juzgado a-quo se dio apertura al proceso de sucesión del señor Herrera Castaño y reconoció como su heredero al menor Juan Camilo Herrera Rodríguez. Posteriormente se admitió como tal a su hermano Cristian Steven. 

2. La diligencia de inventario y avalúo de bienes relictos se programó para el 8 de mayo de 2008, y a la misma no asistió la apoderada de la representante legal de los causahabientes, pero sí lo hizo por medio de mandatario judicial el señor Ignacio de Jesús Valencia García en su condición de acreedor, quien presentó a título de pasivo de la mortuoria  un pagaré por la suma de ciento treinta millones (130.000.000), título valor suscrito tanto por el causante como por la señora Enith Rodríguez Pérez, representante legal de los herederos y exesposa de aquél. 

3. Dichos interesados objetaron el inventario “por error grave”, basándose fundamentalmente en que el pagaré presentado estaba caduco, para lo cual se refirió indistintamente a los fenómenos jurídicos de la prescripción y la caducidad. En suma, dijo que como dicho instrumento vencía el  5 de julio de 2003, “no tiene valor jurídico no puede ser tenida en cuenta, porque no existe título que amerite la ejecución y pueda ser tenido dentro del proceso de susecion (sic) por inexistente.” Igualmente alegó que no era claro, expreso y exigible al no estar plenamente determinada la fecha de su creación, comoquiera que tiene como fecha de suscripción la misma del vencimiento, lo que era un imposible. 

4. Luego de pronunciamiento de segunda instancia sobre el particular, se tramitó el incidente que correspondía a la discrepancia formulada y el despacho conociente, después de anotar con todo acierto sobre las confusiones jurídicas que asistían a la parte objetante, señaló que ante la exhibición de un título ejecutivo en ejercicio de la acción cambiaria, a la parte ejecutada le incumbe oponer excepciones en su favor, pero que la obligación derivada de un título valor no pierde eficacia puesto que también puede ejercerse la acción a que se refiere el artículo 2536 del Código Civil, la que no había prescrito para lo que se relaciona con este caso, cuando se llevó a cabo la diligencia de inventario en que la deuda fue denunciada.  En cuanto hace con las condiciones del título valor en sí, las halla completas, para lo cual hace referencia a cada una de ellas. A detenerse acerca de la fecha de vencimiento y suscripción que es donde radica la alegación de la parte objetante, concluye que no hay duda que el pagaré fue firmado antes de la autenticación ante notario que se realizó el 10 de julio de 2002, es decir, antes de la fecha de su vencimiento. Por último, alude a que como en el pagaré no se pactó solidaridad la sucesión no debe responder sino por la mitad de su importe y por tal proporción es por la que deben responder los herederos del señor Herrera Castaño, o sea por la suma de sesenta y cinco millones de pesos ($65.000.000).  
5. El recurso se fundamenta en dos puntos concretos: que el pagaré prescribió el 5 de julio de 2006 de acuerdo con las previsiones del artículo 789 del Código de Comercio, “por lo tanto debe tenerse en cuenta este aspecto para que se declare la prescripción”; y en que no reúne las exigencias de la ley para ser título ejecutivo, insistiéndose en que “no hay claridad en la obligación cambiaria no se sabe cual es la fecha de vencimiento y la fecha de creación, pues parece que se realizo (sic) el pagaré ese mismo día era la fecha de cumplimiento es imposible (sic)…”. 

CONSIDERACIONES

Ha de quedar claro que no es posible dentro de un proceso de sucesión, declarar la prescripción de la acción cambiaria originada en títulos valores que se hayan incorporado en los inventarios y avalúos como expone la parte recurrente, así que tal materia bien puede ser descartada desde un comienzo. Aquí lo que importa establecer es si en los mismos puede ser incorporado un título valor estando prescrita la acción cambiaria que permitiría su cobro ejecutivo, lo que conduce a aludir primeramente a las opciones con que cuenta el acreedor frente a un proceso de esta índole: demandar la mortuoria representada por sus herederos, para obtener el pago de lo que debía el causante; esperar que el proceso termine para demandar a los herederos a prorrata de su cuota hereditaria; o intervenir en el juicio de sucesión para que su crédito sea incluido en los inventarios y luego, en la partición. 

En los dos primeros casos reseñados es obvio que para desplegar la acción ejecutiva el acreedor habrá de proceder como señala el artículo 1434 del Código Civil, o sea, notificar previamente a los herederos la existencia del crédito, sin lo cual no puede entablarse la ejecución y solo pasados ocho días de la notificación. Empero, cuando del último se trata y habida cuenta de las amplias facultades que tienen los interesados para la confección del inventario y avalúo de bienes relictos en cuanto a la admisión de deudas se refiere, no se requiere colmar tal requisito porque a los herederos les basta rechazarlos por más mérito ejecutivo que ostenten, negativa que no es necesario siquiera que fundamenten. Por lo mismo, pueden admitir aquellas que no tengan tal calidad como igualmente prevé el artículo 600 del Código de Procedimiento Civil. 
Pero la cuestión esencial es la de que a pesar de que los interesados no hayan comparecido a la diligencia, lo que era una carga procesal de indiscutible relevancia, no puede considerarse válido el enlistamiento de créditos que estén en las circunstancias mencionadas de prescripción puesto que el acreedor está facultado para denunciar las deudas actuales del causante y no las que ya estuvieren amparadas por la prescripción cambiaria, así tenga eventualmente la vía ordinaria para hacerlos valer cual fue el criterio expuesto por la a-quo. Porque de acuerdo con la ley procesal civil, lo que se enlista a solicitud de los acreedores no son las obligaciones generalizadas o naturales que aparezcan contra el fallecido y por las que deban responder sus sucesores sino aquéllas que presten mérito ejecutivo,
 vocablo que de acuerdo con lo que al respecto regla su artículo 488, son las expresas, claras y exigibles. Estos requisitos que en un proceso ejecutivo se podrían discutir mediante la oposición de excepciones, en la sucesión cabe debatirlos mediante la objeción del inventario si es que el juez no calificó sus condiciones en la propia diligencia y en verdad, en lo que aquí corresponde, ninguna duda puede presentarse respecto a que si el pagaré tenía como fecha de vencimiento el 5 de julio de 2003, cuando se practicó el inventario o sea, el 8 de mayo de 2008 la condigna acción cambiaria ya había prescrito conforme al artículo 789 del Código de Comercio, y no cabía la inclusión de la que se ha discrepado.  
No procede sino agregar que en respaldo de la tesis que aquí se patrocina, puede citarse al tratadista Lafont Pianetta, que igualmente mencionan los objetantes, para quien las obligaciones cobijadas por la prescripción no son inventariables. Así expone: 

“La primera condición para que sea inventariable es que exista la deuda. Por consiguiente, no podrán relacionarse aquellas deudas que nunca han existido, por ejemplo, porque nunca se configuró la fuente correspondiente o no se cumplió la condición suspensiva pertinente; o hay falsedad etc. Tampoco deberán inventariarse aquéllas deudas que si bien existieron en una época, se extinguieron antes de la muerte del causante o del cónyuge sobreviviente o por cualquiera de los medios de extinción obligacional. De igual manera no deben relacionarse aquellas obligaciones que se extinguieron con la muerte del deudor, prescripción, caducidad del título y demás hechos que la extingan después de la muerte sin que haya sustitución de la obligación.”
 

En consonancia con lo dicho, habrá de revocarse el auto objeto del recurso, y ya que de conformidad con lo discurrido debe extraerse del inventario, la totalidad del crédito relacionado por el acreedor. Sin costas. 
Por tanto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto de 9 de diciembre de 2008, proferido por el Juzgado de Familia de Dosquebradas y ordena excluir del inventario la totalidad del crédito denunciado por el acreedor Ignacio de Jesús Valencia García, en esta sucesión de Carlos Alberto Herrera Castaño. Sin costas. 

Cópiese y notifíquese
Fernán Camilo Valencia López

Magistrado Ponente

Claudia María Arcila Ríos
Magistrada
Gonzalo Flórez Moreno

Magistrado
� Las que no tengan dicha calidad deben aceptarse expresamente. 


� Derecho de Sucesiones. 4ª. Edición. Ediciones Librería del Profesional. Bogotá, 1986, página 613. 
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